






















































































































































 

 

 
 
Bogotá D.C. 22 de abril de 2025 

 
 
Doctor 
CARLOS FERNANDO GALÁN PACHÓN  
Alcalde Mayor de Bogotá D.C. 
seguimientopad@alcaldiabogota.gov.co 
Carrera 8 No. 10-65 
Bogotá D.C. 

 
 

Asunto: Pronunciamiento a la primera sesión del Comité Distrital de Justicia Transicional 
del 22 de abril de 2025 

 
 

Respetado alcalde Galán Pachón: 
 

La Comisión Distrital de Bogotá del Ministerio Público para la Justicia Transicional, 
CDBMPJT (en adelante Comisión Distrital) reglada por la Resolución 578 de 2018 de la 
Procuraduría General de la Nación, se presenta en este espacio en cumplimiento de sus 
funciones de control, seguimiento y vigilancia a la implementación de la política pública para 
las Víctimas del Conflicto Armado Interno que planea, crea y ejecuta el Distrito Capital.  
 
En el marco de la primera sesión del Comité Distrital de Justicia Transicional de Bogotá, 
como Comisión Distrital, queremos manifestar nuestro firme compromiso con la protección 
de los derechos de las víctimas del conflicto armado interno y la construcción de una paz 
sostenible en nuestra ciudad. 
 
En relación con el seguimiento del Plan de Acción Distrital  PAD, esta Comisión Distrital 
ha sido reiterativa en señalar que se requiere el compromiso y coordinación de todas 
las entidades que conforman el Sistema Distrital de Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas - SDARIV en la implementación de la política pública, sin que a la fecha 
se observen acciones encaminadas a la superación del estado de vulnerabilidad con 
enfoque diferencial, la reparación integral y la transformación de las condiciones de vida de 
las personas afectadas por el conflicto armado. 
 
Es fundamental recordar que la Ley 1448 de 2011, junto con los Decretos Leyes 4633, 4634 
y 4635 de 2011, asigna a las entidades territoriales diversas responsabilidades. Sin 
embargo, hemos observado con preocupación que la Alcaldía de Bogotá no ha cumplido 
con estos compromisos de manera diferencial, para contar con atenciones articuladas. Un 
ejemplo de ello, es la exclusión del auxilio funerario como meta del PAD tal como lo 
contempla el artículo 50 de la Ley 1448 de 2011, así como la eliminación de Kit de uniformes, 
situación que implica un retroceso en las garantías ya dadas para las víctimas.  
 
La Comisión Distrital, considera que las problemáticas de la población víctima del conflicto 
armado no se encuentran abordadas en su totalidad en el Plan de Acción Distrital (PAD). 
Pese a la gravedad de los vacíos identificados y a las reiteradas recomendaciones 



 

 

realizadas en espacios de seguimiento. El PAD continúa presentando una planeación 
fraccionada, sin una asignación presupuestal clara, sin estrategias de sostenibilidad 
económica a mediano y largo plazo, que responda a las necesidades de las víctimas. Las 
metas no reflejan un impacto real sobre el total de víctimas registradas en la ciudad. Esta 
deficiencia se hace evidente al observar la discrepancia entre el número de víctimas 
reportadas por la Unidad para las Víctimas, y las cifras proyectadas de atención en el Plan 
de Acción Distrital 2025, ahora bien respecto de la participación de las víctimas en la 
construcción de políticas públicas sigue siendo limitada, y la implementación de protocolos 
de participación, como el de los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas del Conflicto Armado, 
no contempla adecuadamente un enfoque diferencial étnico, ni las necesidades específicas 
de este grupo.  
 
Frente al proceso de socialización de los avances de las apuestas de integración local de 
víctimas en el Distrito, es necesario señalar que, a pesar de los esfuerzos realizados, el 
proceso de integración local actualmente no cuenta con una base jurídica concertada entre 
Distrito y Nación, para la puesta en marcha de un plan que tenga garantías a mediano y 
largo plazo, así como tampoco se prevé un periodo de inicio cierto para la ejecución de tal 
integración local. Urge entonces un escenario de trabajo conjunto que defina los 
lineamientos técnicos requeridos para superar la incertidumbre sobre estos procesos.   
 
La Comisión insta a la implementación de un proceso inclusivo y sostenible que no solo se 
limite a la distribución de recursos de manera fragmentada, sino que garantice una 
verdadera integración local, social y económica, que incluya la búsqueda activa de la 
población que requiere de estos servicios y no solo en procesos desarrollados a demanda.  

 
En cuanto a la seguridad de las víctimas y su integración local la Comisión ha manifestado 
la situación de riesgo de la que es sujeto la población víctima en la ciudad de Bogotá. La 
Defensoría del Pueblo en el Informe de Seguimiento a la Alerta Temprana No 010 de 2021, 
planteaba la necesidad de ampliar la seguridad jurídica de las víctimas, especialmente por 
repertorios de violencia esgrimidos por grupos de delincuencia organizada a través de la 
tercerización de la que son objeto por parte de actores armados no estatales parte del 
conflicto armado.    
 
Para la Comisión es claro que la implementación de estrategias y acciones a nivel local para 
garantizar la atención, asistencia, reparación y prevención de la violencia contra las víctimas 
del conflicto armado, no cuenta con una orientación estratégica clara, ya sea en referencia 
a la focalización -poblacional y geográfica- o respecto de los factores que suscitaron el 
escenario de riesgo, por ejemplo, sobre las situaciones de amenaza contra el ejercicio de 
derechos o las vulnerabilidades que producen efectos diferenciados y/o acentuados de las 
situaciones de violencia. 
 
La Comisión en anteriores pronunciamientos ha recomendado que se realice una 
caracterización de la población víctima, que permita entre otras, tomar decisiones para 
mejorar la planeación y la orientación estratégica de las acciones que buscan la integración 
local efectiva de la población víctima en la ciudad de Bogotá. 
 
Asimismo, actualizar las normas y directrices en relación con las definiciones y naturaleza 
de los conceptos utilizados por los dos sectores (Defensa e Interior). Especialmente en lo 
que atañe a la Directivas 026 de 2014, que establece las pautas para que las Fuerzas 



 

 

Militares y la Policía Nacional, de manera coordinada contribuyan y participen en los 
procesos de retorno a sus lugares de origen o reubicación de la población víctima de 
desplazamiento por la violencia cuando sea el caso; así como un plan de acompañamiento 
garante en el antes, durante y después del retorno o reubicación; y la Directiva 015 de 2016, 
que trata sobre la definición y naturaleza de los Grupos Armados Ilegales. Esta actualización 
deberá mantener concordancia con el decreto 2124 de 2017 y los estándares 
internacionales en materia de prevención. 

 
En este sentido, la población víctima se pregunta si el modelo implementado para mejorar 
la seguridad de la ciudad, tiene en cuenta las garantías de no repetición para la población 
víctima que ha decidido reubicarse en Bogotá. Así, los cerca de 1000 frentes de seguridad, 
los 4000 a 5000 gestores de convivencia que trabajan para la alcaldía distrital deberían 
tener una ruta de acción que promueva la seguridad para la población víctima, según los 
escenarios propios de riesgo. No obstante, el enfoque diferencial para las víctimas en 
materia de seguridad no está planteado. La Comisión pregunta: ¿Se realizó una evaluación 
del impacto de estas estrategias para mejorar la seguridad y convivencia para la población 
víctima del conflicto armado?, ¿la estrategia que se ha anunciado de Guardianes del Orden 
tiene previsto un enfoque diferencial que atienda las necesidades de la población víctima 
del conflicto armado?, ¿habrá escenarios de participación para que las víctimas que habitan 
Bogotá puedan aportar sus preocupaciones y propuestas en relación a esta estrategia? 
 
La Comisión en anteriores pronunciamientos ha advertido sobre los riesgos de implementar 
estrategias que desvirtúen el orden constitucional, relacionado con el uso de la fuerza y el 
monopolio legítimo de las armas. Los límites entre convivencia y otros fenómenos como la 
delincuencia, e incluso la criminalidad se han vuelto difusos y en muchos casos son 
atendidos bajo una misma doctrina. Situación que ha llevado al deterioro de la confianza 
ciudadana, al exceso del uso de la fuerza por parte de las autoridades, incluso de aquellas 
que están fuera del servicio, a lo anterior se suma la pérdida del monopolio de las armas 
por parte del Estado, hechos como los que han venido ocurriendo en la ciudad durante los 
primeros meses del año 2025, como la activación de cinco artefactos explosivos con un 
saldo de 5 personas muertas y más de 35 heridas, el incremento de delitos como el 
homicidio en un 10%  y la extorsión en un 4% entre enero y febrero comparando los años 
2024 y 2025.  
 
Las victimas hacen el llamado para garantizar la no repetición, alejando fantasmas del 
pasado, por tanto, las estrategias que se adopten desde esta administración distrital y que 
hagan n que pensar no solo en la lucha 
contra el crimen, se deberán implementar acciones para superar las vulnerabilidades de los 
habitantes de Bogotá, incluyendo a la población víctima que busca reubicarse en la ciudad. 
En todo caso, la seguridad deberá pensarse como una problemática estructural, que debe 
integrar voces distintas y prevenir también el aumento del flagelo del reclutamiento y la 
instrumentalización, la consolidación de grupos armados ilegales en la ciudad y advertir a 
la ciudadanía sobre las vulneraciones de derechos que pueden resultar en eventuales 
ejercicios de justicia a mano propia. 
 
En conclusión, instamos a la Alcaldía de Bogotá que cumpla de manera efectiva con las 
disposiciones de la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Leyes 4633, 4634 y 4635 de 2011, 
garantizando acciones con enfoque diferencial para la atención integral de las víctimas del 
conflicto armado, en todas las medidas de atención y reparación que se adopten desde el 



distrito.

Finalmente, los integrantes de la Comisión Distrital de Bogotá del Ministerio Público para la 
Justicia Transicional participamos con voz y absteniéndonos de votar, postura que nos 
permite dar cumplimiento a las funciones de seguimiento e investigación asignadas a las 
entidades que estamos adscritas.

Cordialmente,

LINA MILENA GARCÍA SIERRA
Defensora del Pueblo Regional Bogotá

Presidenta de la Comisión Distrital de Bogotá del Ministerio Público para la Justicia 
Transicional

Elaboró: equipo técnico de la CDBMPJT

Revisó y aprobó: Miembros de la CDBMPJT Doctora Martha Patricia Rincón Méndez, Procuradora Primera Distrital de
Instrucción de Bogotá, Doctor Néstor Mauricio Areiza Murillo, Procurador Segundo Distrital de Instrucción de Bogotá, Doctora
Lina Milena García Sierra Defensora del Pueblo Regional Bogotá, Doctor Jorge Luis Saltarén Villegas Personero delegado
para la Protección de las Víctimas del Conflicto Armado Interno


